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Por Juan S. Ylarri (*)

I. INTRODUCCIÓN

El presente trabajo tiene por objeto analizar el caso dictado por la Corte Interamericana de Derechos
Humanos (CIDH, en adelante) «Fontevecchia y D'Amico vs. Argentina» (1), en el que se discutía el
alcance de la libertad de prensa, en relación con el derecho a la vida privada de un funcionario público.
Teniendo en cuenta que el caso fue dictado a finales del año 2011, se prestará particular importancia al
grado de cumplimiento por parte del Estado argentino de la sentencia condenatoria dictada.

En primer lugar, se efectuará una breve reseña del control de constitucionalidad en nuestro país y del
control de convencionalidad, para luego hacer referencia a lo actuado en el ámbito interno en el caso
bajo comentario. Posteriormente, se estudiará el derecho a la libertad de expresión y el derecho a la
intimidad en la jurisprudencia de la CIDH, para analizar la decisión del caso y los fundamentos dados
por el tribunal interamericano. En particular, si la medida que condenó a los periodistas por vulnerar el
derecho a la intimidad del entonces presidente Menem estaba prevista en la ley, si perseguía un fin
legítimo y si era idónea, necesaria y proporcional. Finalmente, se corroborará el grado de cumplimiento
de la sentencia por parte de la Argentina.

II. EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EN LA ARGENTINA Y EL CONTROL DE
CONVENCIONALIDAD



Antes de ingresar en el tratamiento del caso bajo comentario, cabe referirse brevemente a las
particularidades del control de constitucionalidad en la Argentina, y a las características básicas del
control de convencionalidad, a efectos de contextualizar el control que ejerce la Corte Suprema
argentina, y el control de convencionalidad que deben ejercer los jueces en el ámbito interno según la
jurisprudencia de la CIDH.

En lo que respecta al control de constitucionalidad, cabe apuntar que es ejercido por el Poder Judicial y
es de tipo difuso o americano, es decir, que el control se distribuye entre varios órganos jurisdiccionales
ordinarios de cualquier instancia o jurisdicción.En relación con la forma en la que se plantea y se
resuelve la cuestión constitucional, en el sistema argentino se ejerce por vía incidental en ocasión de un
proceso de carácter común y solamente en cuanto en tanto la norma cuya constitucionalidad se discute
sea pertinente para la decisión del caso concreto. Finalmente, en cuanto a los efectos en que se deriva la
decisión judicial sobre la cuestión constitucional, en el sistema argentino, la decisión solo tiene carácter
declarativo, ya que la norma constitucional sigue vigente, y el tribunal no la aplica únicamente al caso
juzgado (2). En lo que se refiere a la potestad de declarar la inconstitucionalidad de oficio o a pedido de
parte, si bien la jurisprudencia de la Corte Suprema ha fluctuado a lo largo del tiempo, hoy en día se
reconoce la facultad de ejercerla de oficio (3).

En lo que respecta al control de convencionalidad, cabe señalar que en un primer momento la Corte
Interamericana en sus pronunciamientos se refería a que el Poder Judicial debe ejercer «una especie de
control de convencionalidad» entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la
Convención Americana sobre Derechos Humanos (4). Sin embargo, tiempo después efectuó
precisiones a este concepto, refiriéndose lisa y llanamente a control de convencionalidad, y que este
debe ser ejercido de oficio. Sostuvo que «cuando un Estado es parte de un tratado internacional, como
la Convención Americana, dicho tratado obliga a todos sus órganos, incluidos sus jueces, quienes
deben velar por que los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la
aplicación de normas o interpretaciones contrarias a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a
la administración de justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer "ex officio" un
"control de convencionalidad" entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en
el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes.En esta
tarea, los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no
solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana»
(5).

En relación con el ejercicio del control de convencionalidad en los ámbitos internos, cabe efectuar
ciertas precisiones. En primer lugar, en lo que respecta a quien lo ejerce, cabe destacar que le
corresponde al Poder Judicial, pero también a los magistrados de un tribunal constitucional, en el caso
de que en un país esté diseñado como un órgano extrapoder, es decir, fuera del Poder Judicial. En
segundo lugar, el control de convencionalidad se ejerce no solo a pedido de parte, sino también de
oficio, es decir, por propia iniciativa del juez. En tercer lugar, todas las normas del orden jurídico
interno están sujetas a revisión, incluso -como ocurrió en el caso de Chile (6)- las normas
constitucionales, por lo que el control de convencionalidad se perfila como un control de
«supraconstitucionalidad». En cuarto lugar, el control de convencionalidad busca hacer prevalecer la
Convención Americana de Derechos Humanos; para lo cual, debe tenerse en cuenta también la
interpretación que de ella ha hecho la Corte Interamericana. En quinto lugar, en lo que respecta a los
efectos del control, cabe señalar que en principio es para el caso concreto, «inter partes». Finalmente,
cabe señalar que en materia de interpretación, si una norma constitucional o infraconstitucional admite
varias interpretaciones, el operador jurídico debe preferir la que coincida con la Convención Americana
de Derechos Humanos y no la que se oponga a ella; esto es, la utilización de la «interpretación
conforme» (7).



III. LOS HECHOS DEL CASO Y LOS PRONUNCIAMIENTOS JUDICIALES EN EL ORDEN
INTERNO

1. Los hechos del caso

El caso se inició con diversos artículos publicados por la revista Noticias, en sus tres ediciones
aparecidas entre los meses de octubre y noviembre de 1995, que incluyeron noticias vinculadas con el
entonces presidente de la Nación Argentina, Carlos Saúl Menem.Los artículos hacían referencia a la
existencia de un presunto hijo natural del expresidente con la entonces diputada Martha Meza, nacido
de una relación circunstancial entre ambos. También se referían a unas joyas que le fueran robadas a la
señora Meza que le habían sido regaladas por Menem, y sobre los encuentros del entonces presidente
con la señora Meza y el hijo de ambos, Carlos Nair.

En atención a las mencionadas publicaciones, Menem inició, por derecho propio, una demanda de
daños y perjuicios contra la Editorial Perfil y los señores Jorge Fontevecchia -este se desempeñaba en
aquel entonces como director editorial de la mencionada firma- y Héctor D'Amico -él era director
editorial de la revista Noticias-.

2. Sentencia del juzgado de primera instancia y de la Cámara Nacional en lo Civil

La sentencia del juez de primera instancia rechazó la demanda interpuesta por el entonces presidente
Menem. Sin embargo, la Sala H de la Cámara Nacional en lo Civil revocó lo decidido en la primera
instancia e hizo lugar a la demanda por reparación del daño moral sufrido por el actor como
consecuencia de la difusión de notas periodísticas que habrían lesionado en forma ilegítima su
intimidad, conducta que configuró, a juicio de la Cámara de Apelaciones, una arbitraria intromisión en
la esfera de privacidad del demandante contemplada en el art. 1071 bis del Código Civil (8). Asimismo,
ordenó la publicación de un extracto de la sentencia.

Los demandados interpusieron recurso extraordinario federal, que fue concedido en atención al debate
sobre el alcance de las normas constitucionales que se hallaban comprometidas en el litigio.En efecto,
en cuanto a las normas constitucionales en juego, cabe recordar que la Constitución argentina protege a
la libertad de expresión -entendida esta como una exteriorización de la libertad de pensamiento, e
implica el derecho de hacer público, a transmitir, a difundir y a exteriorizar un conjunto de ideas,
opiniones y críticas a través de cualquier medio (9)- en sus artículos 14 y 32 (10), los cuales si bien se
refieren específicamente a la libertad de prensa e imprenta, protegen a la libertad de expresión en todas
sus formas. Asimismo, en lo que respecta al derecho a la intimidad, está previsto en la primera parte del
art. 19 de la norma fundamental.

3. Sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación

La Corte Suprema resolvió confirmando la sentencia de la Cámara Nacional en lo Civil, modificando
únicamente el monto del resarcimiento que lo redujo a 60.000 pesos -equivalentes a 60.000 dólares-
(12). Para el cumplimiento de la sentencia, se inició un incidente de ejecución (13).

De esta forma, el máximo tribunal sostuvo que en el caso «tanto la difusión de cuestiones familiares
íntimas por medio de la palabra escrita como la publicación de imágenes fotográficas -en todo caso no
autorizadas por el actor en el tiempo y en el contexto en que fueron usadas por el medio de prensa-
sobre presuntos vínculos familiares y sobre el estado anímico de su excónyuge en relación con tales
lazos, configura una intrusión en la zona de reserva del sujeto no justificada por intereses superiores de
la comunidad» (14).

Para decidir de ese modo, la Corte Suprema, en primer término, puso de relieve que no se encontraba



controvertida en el caso la veracidad de las informaciones difundidas por el semanario Noticias, por lo
que ese hecho era irrelevante a la hora de determinar la violación al derecho a la intimidad.En este
sentido, la Corte Suprema sostuvo que debía dilucidar si las publicaciones cuestionadas constituían o
no una indebida intromisión en la esfera de intimidad del actor, aun cuando se tratara de una personalid
ad pública. Como se dijo anteriormente, el máximo tribunal sostuvo que se había violado el derecho a
la intimidad, citando para ello al Tribunal Constitucional Español (15), al Tribunal de Gran Instancia de
París (16) y al Consejo de Europa (17). Asimismo, efectuó una amplia referencia a tratados de derechos
humanos con jerarquía constitucional en la Argentina, en virtud del art. 75, inc. 22, de su Constitución,
en cuanto prescriben que nadie puede ser objeto de ataques abusivos o injerencias arbitrarias a su vida
privada o familiar; y disponen que toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas
injerencias o contra esos ataques (18).

IV. LA DECISIÓN DE LA CORTE INTERAMERICANA

1. Acceso a la jurisdicción de la Corte Interamericana

Ante la decisión de la Corte Suprema adversa a sus pretensiones, los señores Fontevecchia, D'Amico y
Verbitsky -este último en representación de la Asociación de Periodistas- el 15/11/2001 realizaron una
petición ante la Comisión Interamericana. El 12/10/2005, la Comisión Interamericana adoptó el
Informe de Admisibilidad N.° 51/2005, y el 13/7/2010 aprobó el Informe de Fondo N.° 82/10, en los
términos del art. 50 de la Convención Americana, en el cual realizó una serie de recomendaciones al
Estado argentino, notificándolo el 11/8/2010, y otorgándole un plazo de dos meses para informar sobre
el cumplimiento de las recomendaciones.Luego de vencido el plazo de una prórroga solicitada por la
Argentina, la Comisión sometió, el día 10/12/2010, el caso Fontevecchia y D'Amico a la Corte
Interamericana en contra de la República Argentina, por violación del derecho a la libertad de
expresión, en virtud de la condena civil que les fue impuesta mediante sentencias dictadas por
tribunales argentinos como responsabilidad ulterior por la publicación de los dos artículos antes
referidos (19).

2. La libertad de expresión y el derecho a la intimidad en la jurisprudencia de la Corte Interamericana y
la doctrina

La Convención Americana de Derechos Humanos (20) -que a partir del año 1994 goza de jerarquía
constitucional en función del art. 75, inc. 22, de la Constitución argentina- reconoce en su art. 13 el
derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. En lo que aquí interesa, en su apartado 1 establece
que «toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende
la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de
fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística o con cualquier otro
procedimiento de su elección». Por su parte, el apartado 2 señala que «el ejercicio del derecho previsto
en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura, sino a responsabilidades ulteriores, las
que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: a. el respeto a los
derechos o a la reputación de los demás, o b.la protección de la seguridad nacional, el orden público o
la salud o la moral públicas» (21).

Se ha dicho que, desde sus inicios, el sistema interamericano de derechos humanos ha prestado una
atención especial a la protección del derecho a la libertad de expresión (22). Por su parte, Úbeda de
Torres señala que tanto en el sistema interamericano de protección de los derechos humanos como en el
europeo entienden a la libertad de expresión como uno de los derechos que privilegian la promoción de
la democracia. En efecto, sostiene que ambos sistemas, o incluso más rigurosamente el interamericano,
limitan las restricciones de este derecho al máximo, considerado como el elemento esencial para la
democracia (23).



Asimismo, se ha dicho que la configuración del contenido de la libertad de expresión en la CIDH y en
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH, en adelante) es idéntica en sus aspectos básicos, y
que es clara la influencia del TEDH en la jurisprudencia de la CIDH y una buena influencia de su «case
law», aunque también existen diferencias (24).

En lo que respecta a la libertad de pensamiento y de expresión, la jurisprudencia de la Corte
Interamericana ha señalado que quienes están bajo la protección de la Convención Americana tienen el
derecho de buscar, recibir y difundir ideas e informaciones de toda índole, así como también el derecho
de recibir y conocer las informaciones e ideas difundidas por los demás (25), aunque también ha
reconocido que no es un derecho absoluto (26).

Asimismo, la Corte Interamericana, en su jurisprudencia, ha establecido que los medios de
comunicación social juegan un rol esencial como vehículos para el ejercicio de la dimensión social de
la libertad de expresión en una sociedad democrática, razón por la cual es indispensable que recojan las
más diversas informaciones y opiniones.Los referidos medios, como instrumentos esenciales de la
libertad de pensamiento y de expresión, deben ejercer con responsabilidad la función social que
desarrollan (27).

Al mismo tiempo, ha señalado que dada la importancia de la libertad de expresión en una sociedad
democrática y la elevada responsabilidad que ello entraña para quienes ejercen profesionalmente
labores de comunicación social, el Estado no solo debe minimizar las restricciones a la circulación de la
información, sino también equilibrar, en la mayor medida de lo posible, la participación de las distintas
informaciones en el debate público, impulsando el pluralismo informativo (28).

Asimismo, en relación con la profesión de periodista -como es el caso que se comenta- la Corte
Interamericana ha destacado que esta profesión «implica precisamente el buscar, recibir y difundir
información. El ejercicio del periodismo por tanto, requiere que una persona se involucre en
actividades que están definidas o encerradas en la libertad de expresión garantizada en la Convención»
y que a diferencia de otras profesiones, el ejercicio profesional del periodismo es una actividad
específicamente garantizada por la Convención y «no puede ser diferenciado de la libertad de
expresión, por el contrario, ambas cosas están evidentemente imbricadas, pues el periodista profesional
no es, ni puede ser, otra cosa que una persona que ha decidido ejercer la libertad de expresión de modo
continuo, estable y remunerado» (29).

Por otro lado, en lo que respecta al derecho a la intimidad, cabe recordar que el art. 11 del Pacto San
José de Costa Rica reconoce el derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.En su
apartado 2 se indica que «nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida
privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o
reputación», y el apartado 3 determina que «toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra
esas injerencias o esos ataques». La CIDH ha señalado que el ámbito de la privacidad se caracteriza por
quedar exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas o arbitrarias por parte de terceros o de la
autoridad pública (30).

En lo que respecta al caso de una presunta vulneración de la intimidad de una persona pública, la Corte
Interamericana ha destacado que las expresiones concernientes a la idoneidad de una persona para el
desempeño de un cargo público o a los actos realizados por funcionarios públicos en el desempeño de
sus labores, entre otras, gozan de mayor protección, de manera tal que se propicie el debate
democrático. El tribunal interamericano ha señalado que en una sociedad democrática los funcionarios
públicos están más expuestos al escrutinio y a la crítica del público. Aquel diferente umbral de
protección se explica porque se han expuesto voluntariamente a un escrutinio más exigente, por lo que
sus actividades salen del dominio de la esfera privada para insertarse en la esfera del debate público.
Aquel umbral no solo se asienta en la calidad del sujeto, sino en el interés público de las actividades



que realiza (31).

3. Los fundamentos y la decisión del caso

En este contexto normativo y jurisprudencial, la CIDH debía encontrar un equilibrio entre la vida
privada y la libertad de expresión que son dos derechos fundamentales que, sin ser absolutos, son
garantizados en la Convención Americana y son de la mayor importancia en una sociedad democrática.
El Tribunal -recordando el caso «Kimel»- sostuvo que el ejercicio de cada derecho fundamental tiene
que hacerse con respeto y salvaguarda de los demás derechos fundamentales.Señaló que, en ese
proceso de armonización, le cabe un papel medular al Estado buscando establecer las responsabilidades
y sanciones que fueren necesarias para obtener tal propósito, y que la necesidad de proteger los
derechos que pudieran verse afectados por un ejercicio abusivo de la libertad de expresión requería la
debida observancia de los límites fijados a este respecto por la propia Convención (32).

Al momento de encontrar aquel equilibrio, la CIDH se adentró a examinar si la medida de
responsabilidad ulterior civil aplicada en el caso cumplía con los requisitos de «estar prevista en la ley,
perseguir un fin legítimo y ser idónea, necesaria y proporcional» (33), es decir, el principio de
proporcionalidad.

A. Legalidad de la medida

En cuanto a la legalidad de la medida, la CIDH consideró que el derecho a la intimidad por cuya
violación fueron condenadas civilmente las presuntas víctimas estaba previsto en el artículo 1071 bis
del Código Civil, siendo esta una ley de carácter formal y material (34).

B. Finalidad e idoneidad de la medida

En cuanto a la finalidad de la medida, la CIDH consideró que la protección del derecho a la vida
privada de toda persona -incluidos los funcionarios públicos- era un fin legítimo acorde con la
Convención.

En lo que respecta a la idoneidad de la medida, el tribunal entendió que la vía civil era idónea en tanto
sirve al fin de salvaguardar, a través de medidas de reparación de daños, el bien jurídico que se quiere
proteger, es decir, era pasible de estar en capacidad de contribuir a la realización de dicho objetivo (35).

C.Necesidad de la medida

En cuanto a la necesidad de la medida, la jurisprudencia de la CIDH ha destacado que para que una
restricción a la libre expresión sea compatible con la Convención Americana, aquella debe ser
necesaria en una sociedad democrática, entendiendo por «necesaria» la existencia de una necesidad
social imperiosa que justifique la restricción (36). La CIDH entendió que la medida no superaba el test
de necesidad. Para decidir de ese modo, realizó una serie de consideraciones (37).

En primer lugar, el tribunal aclaró que no estimaba contraria a la Convención Americana una medida
civil a propósito de la expresión de informaciones u opiniones que afectasen la vida privada o intimidad
personal. Sin embargo, sostuvo que esta posibilidad se debía analizar con especial cautela, debiendo
ponderarse la conducta desplegada por el emisor de aquellas, las características del daño alegadamente
causado y otros datos que pusieran de manifiesto la necesidad de recurrir a la vía civil.

En este contexto, al analizar el caso en particular, tuvo en consideración dos criterios relevantes para
analizar una situación de difusión de información sobre eventuales aspectos de la vida privada. En
primer lugar, el diferente umbral de protección de los funcionarios públicos, más aún de aquellos que



son elegidos popularmente, respecto de las figuras públicas y de los particulares y, en segundo lugar, el
interés público de las acciones que aquellos realizan.Al respecto, la doctrina ha señalado que la
Comisión y la Corte Interamericana han venido desarrollando de manera consistente la tesis de que el
mayor nivel de escrutinio a que se hacen merecedoras las autoridades en un sistema democrático vuelve
crucial o no la presencia o no de un interés público en el caso específico para determinar si se podría
estar o no en una situación en la que, conforme a los estándares interamericanos, pudiere sancionarse al
emisor de las expresiones respectivas (38).

En lo que respecta al primer aspecto, la CIDH señaló que el diferente umbral de protección del
funcionario público se explica porque se expone voluntariamente al escrutinio de la sociedad, lo cual lo
puede llevar a un mayor riesgo de sufrir afectaciones a su derecho a la vida privada. Precisamente, en el
caso se trataba del funcionario público que ostentaba el más alto cargo electivo de su país, presidente
de la Nación, y, por ello, estaba sujeto al mayor escrutinio social.

En cuanto al segundo criterio, el tribunal interamericano consideró que la información era de interés
público, y ello justificaba su difusión, en tanto se trataba de un asunto en el cual la sociedad tiene un
legítimo interés por mantenerse informada. En efecto, la CIDH señaló que la información difundida se
relacionaba con la integridad del más alto funcionario de un país y, aun sin necesidad de determinar si
se había hecho uso de fondos públicos para fines personales, la disposición de sumas cuantiosas y
regalos costosos por parte de un presidente de la Nación eran cuestiones sobre las cuales existía un
legítimo interés social en conocerlas (39).

Asimismo, la Corte Interamericana recordó que el derecho a la vida privada era disponible para el
interesado, por lo que resultaba relevante la conducta que había desplegado él.En el caso particular,
afirmó que de conformidad a la prueba producida, no surgía que Menem se hubiera interesado en
disponer medidas de resguardo de su vida privada o en evitar la difusión pública, que luego objetó
respecto de la revista Noticias, más aún cuando había realizado pautas de comportamiento favorables a
dar a conocer esas relaciones personales, al compartir actos o situaciones públicas con la madre y con
su hijo.

La CIDH en casos anteriores puso de relieve que el juzgador debe «ponderar el respeto a los derechos o
a la reputación de los demás con el valor que tiene en una sociedad democrática el debate abierto sobre
temas de interés o preocupación pública» (40). Sin embargo, en este caso particular, afirmó que la
Corte Suprema argentina no había analizado en este caso concreto si la información cuestionada tenía o
no carácter de interés público o contribuía a un debate de interés general, sino que, por el contrario, en
su decisión se había referido únicamente a los alegados aspectos de la vida privada de manera aislada
de las cuestiones de interés público que de ellos se derivan y que constituían el aspecto fundamental de
las notas cuestionadas.

4. Decisión del caso

En conclusión, la CIDH consideró que las publicaciones realizadas por la revista Noticias respecto del
funcionario público electivo de más alto rango del país trataban sobre asuntos de interés público, que
los hechos al momento de ser difundidos se encontraban en el dominio público y que el presunto
afectado con su conducta no había contribuido a resguardar la información cuya difusión luego objetó.
Por ello, entendió que no hubo una injerencia arbitraria en el derecho a la vida privada del señor
Menem.De tal modo, afirmó que la medida de responsabilidad ulterior impuesta, que excluyó cualquier
ponderación en el caso concreto de los aspectos de interés público de la información, fue innecesaria en
relación con la alegada finalidad de proteger el derecho a la vida privada. En consecuencia, consideró
que el procedimiento civil en la justicia argentina, la atribución de responsabilidad civil, la imposición
de la indemnización más los intereses, las costas y gastos, así como la orden de publicar un extracto de
la sentencia y el embargo dictado contra uno de los periodistas afectaron el derecho a la libertad de



expresión de los señores Fontevecchia y D'Amico (41).

V. REPARACIONES ESTABLECIDAS POR LA CORTE INTERAMERICANA Y SUPERVISIÓN
DE CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA

En cuanto a la reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional, la
CIDH en su jurisprudencia ha señalado que se requiere, siempre que sea posible, la plena restitución
(«restitutio in integrum»), que consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto
factible, como ocurre en la mayoría de los casos de violaciones a derechos humanos, el tribunal
interamericano debe determinar medidas para garantizar los derechos conculcados, reparar las
consecuencias que las infracciones produjeron y establecer una indemnización que compense los daños
ocasionados (42).

Asimismo, se ha dicho que la autoridad de la CIDH para la supervisión de sentencias es una obligación
convencional que surge del art. 65 de la Convención y que ha sido reafirmada desde su primera
sentencia. Así, el tribunal ha señalado que vigilará el cumplimiento de la sentencia y solo después lo
dará por concluido (43) y que la supervisión del cumplimiento de las medidas provisionales «es una
potestad consustancial al ejercicio normal de las funciones jurisdiccionales» (44).

En este contexto, la CIDH declaró como víctimas de la violación de un derecho consagrado en la
Convención a los señores Fontevecchia y D'Amico.A continuación, se hará referencia a las medidas de
reparación establecidas por la Corte Interamericana, y se hará una particular referencia al grado de
cumplimiento por parte del Estado argentino (45).

1. Medida de restitución

La CIDH determinó que el Estado debía dejar sin efecto las sentencias de los tribunales internos que se
refieran a la atribución de responsabilidad civil de los señores Fontevecchia y D'Amico; la condena al
pago de una indemnización, de intereses y costas y de la tasa de justicia, debiendo reintegrarse con los
intereses y actualizaciones que correspondan de acuerdo con el derecho interno, y así como cualquier
otro efecto que tengan o hayan tenido aquellas decisiones.

Sobre el particular, cabe señalar que a la fecha no se ha dejado sin efecto la sentencia condenatoria, por
lo que las sumas oportunamente abonadas por los periodistas condenados en sede interna no habrían
sido devueltas. Sin perjuicio de ello, cabe señalar que el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto
dio intervención a la Procuradora General de la Nación, quien emitió un dictamen con fecha
26/11/2014, dirigido a la Corte Suprema argentina (46), propiciando dejar sin efecto la sentencia del
máximo tribunal que había confirmado la condena a los señores Fontevecchia y D'Amico (47).

2. Medidas de satisfacción

Asimismo, la CIDH dispuso que el Estado argentino debía publicar, en el plazo de seis meses, contados
a partir de la notificación de la sentencia:

A. El resumen oficial de la sentencia, elaborado por la Corte Interamericana, por una sola vez, en el
Diario Oficial. Dicha publicación se llevó a cabo el día 30/8/2012 (48).

B. El resumen oficial de la sentencia, elaborado por la Corte Interamericana, por una sola vez, en un
diario de amplia circulación nacional. Si bien no se ha podido rastrear la mencionada publicación, cabe
señalar que la sentencia ha tenido una amplia difusión en los medios locales (49).

C.La sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en la página del Centro de



Información Judicial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Cabe señalar que conforme surge
del apartado II del dictamen de la Procuradora General de la Nación antes referido, estuvo disponible
por aquel período en la página del CIJ (50).

3. Otras medidas de reparación solicitadas

A. Pedido público de disculpa y reconocimiento de responsabilidad. La Corte Interamericana consideró
que la emisión de la sentencia, la medida de dejar sin efecto las sentencias internas en todos sus
extremos, así como la difusión del fallo en diversos medios, resultaban medidas de reparación
suficientes y adecuadas para remediar las violaciones ocasionadas a las víctimas y para cumplir con la
finalidad indicada por los representantes.

B. Adecuación del ordenamiento jurídico interno: La CIDH consideró que el Estado argentino no había
incumplido la obligación general de adoptar disposiciones de derecho interno establecidas en el art. 2
de la Convención Americana, en relación con el derecho a la libertad de expresión, respecto de la
legislación civil. En efecto, sostuvo que el art. 1071 bis del Código Civil antes citado permitiría en
grado suficiente a las personas regular sus conductas y prever razonablemente las consecuencias de su
infracción, por lo que afirmó que el hecho de que su aplicación resulte conforme a la Convención
depende de su interpretación judicial en el caso concreto.

4.Indemnización compensatoria

Sobre el tema, la jurisprudencia de la CIDH afirma que el daño material supone la pérdida o detrimento
de los ingresos de las víctimas, los gastos efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de
carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del caso (51).

Sobre los gastos incurridos en el proceso judicial interno, la CIDH señaló que en tanto ordenó dejar sin
efecto las decisiones que violaron el derecho a la libertad de expresión de los señores Fontevecchia y
D'Amico en todos sus extremos, aquello incluía el reintegro de las sumas efectivamente pagadas por
cada una de las víctimas o, en su caso, por Editorial Perfil, con los intereses y actualizaciones que
correspondan de acuerdo con el derecho interno. Sin embargo, la CIDH no reconoció los rubros
«pérdida de ingresos», en tanto las partes efectuaron un alegato genérico sobre el mismo.

En cuanto al «daño inmaterial», que puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados
a las víctimas directas y a sus allegados, como el menoscabo de valores muy significativos para las
personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la
víctima o de su familia (52), la CIDH entendió que tenía suficiente reparación en las medidas
ordenadas antes referidas.

Finalmente, el tribunal interamericano estableció las costas y gastos en el proceso interamericano y la
modalidad de cumplimiento de ellos. El plazo para abonarlos era de un año a partir de la notificación de
la sentencia. Sin embargo, hasta la actualidad no hay registro de que los pagos se hayan efectuado.

VI. CONCLUSIONES

La CIDH consideró que, en el caso analizado, se había vulnerado el derecho a la libertad de
expresión.Para decidir de ese modo, afirmó que la medida de responsabilidad ulterior dispuesta por la
justicia argentina, que no había ponderado los aspectos de interés público de la información difundida
por los periodistas, no era necesaria en relación a la alegada finalidad de proteger el derecho a la vida
privada del entonces presidente de la Nación. Si bien consideró que la medida estaba prevista por ley
-el art. 1071 bis del Código Civil-, perseguía un fin legítimo -resguardar la privacidad- y era idónea
para la finalidad buscada, determinó que la indemnización dispuesta por la justicia argentina no



superaba el examen de necesidad de la medida.

A lo largo del trabajo, se ha hecho referencia a la jurisprudencia de la CIDH en materia de libertad de
prensa y cómo se conjuga este derecho con el derecho a la intimidad, específicamente en el caso de un
funcionario público. Al respecto, cabe recordar que todos los jueces argentinos no solo deben ejercer el
control de constitucionalidad en los casos sometidos a su conocimiento, en atención al tipo de control
difuso o americano del sistema argentino, sino que a su vez se encuentran en la obligación de ejercer
«ex officio» el control de convencionalidad a fin de velar por la eficacia de la Convención americana.
Además, en el ejercicio de tal función, deben tener en consideración no solo aquel tratado, sino también
la interpretación que la Corte Interamericana ha hecho de él. Cabe resaltar la importancia de que -en el
futuro- los magistrados apliquen, en el ejercicio de su función, la jurisprudencia de la CIDH en materia
de libertad de expresión que ha sido desarrollada en el trabajo, ejerciendo el control de
convencionalidad.

Si bien ya han transcurrido más de tres años del dictado de la sentencia, se advierte que aún no se ha
dado cumplimiento íntegro a lo ordenado por el tribunal interamericano.En este contexto, cabe recordar
que es necesario el cabal cumplimiento de las sentencias, y que este se lleve a cabo en tiempo, a fin de
asegurar la efectiva vigencia de los derechos humanos en la región, y en el caso analizado, de la
libertad de expresión.

-----------
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